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EI objetivo que persigue este trabajo es el de analizar la influencia de la cos_
tumbre indiana en lo que dice relación con la fe pública confiada a los escriba-
nos en el oto¡gamiento de escrituras, para exenderla a otras penonas o autori_
dades cuando aquéllos faltan, llenando así una necesidad, €specialmente en
zonas apartadas o circunstancias anómalas.

Desde 1967 he tenido a mi cargo en la Facultad de Derecho de la Universi_
dad de Chile r¡n "Plan General de Investigación sobre la vida jurídica práctica
contenida en los protocolos notariales del Reino de Chile en el siglo XVIII", en
que han hecho sus memorias de prueba unos 250 alumnos egresados de la
carera. Ellos han extractado el contenido de alrededor de ó00 volúmenes que
conforman Ia casi totalidad de los protocolos notariales de Chile en el siglo
XVIII, existentes en el Archivo Nacional, considerando las localidades de San_
tiago, Valparaíso, Quillota, La Serena, Rancagua, Colchagua, Talca, Cauquenes,
San Felipe y San Femando.

En una rápida revisión de esta valiosa fuente de información para el estudio
del derecho privado india¡o, en el período antes señalado, es posible encontrar
un sinnúmero de casos en que, por ausencia de escribano, las escritu¡as han
debido otorgane ante ohas personas o autoridades en las que queda depositada
la fe pública, en muchos casos de hecho, en razón de la costünbre, que llega a
operar aun en contra de norma legal expresa.

Para llegar al punlo que nos interesa exponer, debe señalarse que la institu_
ción de los scriáae o notarii de Proma, pasó a España y fue recogida en las par-
tidas del rey sabiol. Allí se define al escribano s¿lo como wr holno que es sabí-
dor de escribir. Más tarde, estos ph¡marios van a adquirir el carácter de minis-
tros de fe y a ser regidos por una variada normativa que regulará su nombra_
miento, ñmción, derechos, ¡esponsabilidades y sanciones.

I Pu.t. t. tg.¡.
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Los escribanos o notarios van a modificar gradualrnente la antigua costrun-
bre de extender cont¡atos. testamentos y otras constancias de actos jurídicos ante
personas cuya investidura los revestía de un alto grado de credibilidad y con-
fianza, tales como sacerdotes. religiosos, piírrocos, vica¡ios. monjes, etc.. y
también militares en zonas de guerra, o testigos abonados en general.

Con el descubrimiento de América, los escribanos pasan a desempeñar r¡n
papel muy imporiante en el proceso de colonización, Son ellos quienes, como
ministros de fe, están habilitados pa¡a dar testimonio de los actos que dan forma
jurídica a la ernpresa, a pafir de la toma de posesión, en nombre del monarca,
de los territorios recién descubiertos.

Por consiguiente, son los escribanos los primeros representantes del derecho
que se hacen presentes en el Nuevo Mundo, aun antes que los jueces y aboga-
dos.

Como la conquista y ocupación de los vastos territorios que se incorporaban
a la Corona de Castilla fue realizada en tiempo relativámente breve y cubriendo
una gran dimensión geográfic4 los escasos escribanos públicos, de cámara, de
hacienda, etc., muy pronto se vieron en la imposibilidad material de cumplir con
sus ñmciones.

El fuerte crecimiento de la población, la distribución de ella en villas y ciu-
dades distantes ente sí, como también en apartadas zonas rurales, las dificulta-
des de comunicación y de acceso y los vastos territorios jurisdiccionales de los
escribanos. llevaron forzosamenle a encontrar una solución práctica a la necesi-
dad de da¡ seguridad y cerlear a los actos jurídicos entre pafes y respecto de
terceros. Ello obligó a los interesados a concurrir ante otras personas, ante la
falta o la ausencia del escribano, que pudiesen hacer sus veces.

Es así como en Chile. a lo largo del siglo XVIII encontramos escrituras
públicas otorgadas ante una variada gama de autoridades, cuya denominación,
aaibuciones y fimciones corresponden a dos períodos bien diferenciados, es
decir, el anterior y el posterior a la implantación del égimen de intendencias.

Durante la primera época, los ñrncionarios que aparecen desempeñando
ñurciones relativas a la fe pública, a falta de escribanos, son los corregidores,
alcaldes mayores, lugartenientes de corregidores, jueces de comisiór¡ alcaldes
de minas y sus diputados.

En la segunda época, de las intendencias, estos fi.mcionarios pasan a ser los
subdelegado^s del intendente. losjueces celadores ojueces de campo y los jueces
de comisión2-

Cabe señala¡ que las atribuciones de estos fimciona¡ios y las etapas antes
señaladas no varia¡on en forma absoluta y repentina. coexistiendo en algunas
localidades cargos y firnciones de ambos períodos.

Paso a referirme, a continuación, a cada rmo de estos ñmcionarios, en lo que
toca a su condición de minist¡os de fe.

2 CoBos, Ma¡ía Teresa, 8, régimen de lñtendencias e4 el Reino de Chile. I'are de
inplantaciótt (1786-1787), qt Revista Chilena de H¡sroria del Derecho 7 (Sanliqo,
1978).
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l. Sobre los corregidores cabe tener presente que ellos podían ser letrados o
sólo de carácter político y miliiar. Ambos tenían las mismas facultades en lo
judicial, pero los no letrados debían oír, en los astmtos contenciosos sometidos a

su jurisdicción, el dictamen de los alcaldes mayores, que eran sus asesores. Los
coregidores, jwrto a los alcaldes mayores, eran los superiores jerárquicos de los
escribanos y debían velar por su conducta y buen cumplimiento de su oficio. A
falta de éstos y también de sus lugartenientes que se tratan a continuación, les

conesponde la facultad de autorizar actos ju¡ídicos, como rma extensión de su

ñmción de velar por la justicia. Las escrituas de que dan fe deben ser acumula-
das en rm protocolo.

2. Los tenientes o lugartenientes de los corregidores, designados por éstos,

ejercían firnciones auxiliares en la administración de justicia y estaban autoriza-
dos para actuar como ministros de fe en el otorgamiento de escriruras públicas,
en los lugares en que no había escribano, por delegación del corregidor.

El referido lugarteniente del corregidor tuvo m¡merosas denominaciones,
tales como lenienle, leniente de justicia, juez diputado, juez subalterno, juez
partidario. juez celador, lenienle de campdñ¿, etc. Eran escogidos y nombrados
por el corregidor, previa consulta con personas responsables y de crédito en el
lugar (párrocos, hacendados, comerciantes, vecinos distinguidos) y debían reunir
los requisitos que eúgía el cargo. Elegido el teniente, éste no podía negarce a

cumplir con sus fi¡nciones en el teritorio que se le asignaba. Era ésta rma carga
pública establecida en beneficio de la comunidad y por la que no se recibía
retribución alguna.

Entre las comisiones encomendadas a los lugartenientes de los conegidores
se pueden señalar, sumariamente, las destinadas a asegwar la pacífica convi-
vencia de los lugareños, la solución de los frecuentes litigios que entre ellos se
promovían, el evitar sus odiosidades y discordias, el velar por el común benefi-
cio, el ejercer una severa vigilancia sob¡e la moral pública, el cautelar cualquier
exceso perjudicial a la salud fisica y espiritual de los vecinos, el cuidar el buen
estado de los caminos, el oír demandas verbales sobre asürlos de poca cuantía,
el perseguir a los prófugos de la justicia, etc. A estas facultades vino a sumarse
la relativa a la fe pública en el medio rural, cuando allí no había escribano, refe-
dda a la protocolización de testamentos, codicilos, poderes generales y paficu-
lares, cartas dotales y otas escrituras.

Con la implantación del régimen de intendencias en Chile y la nueva distri-
bución jurídica, polltica y administrativa, los antiguos corregidores pasaron a
denominarse subdelegados de partidos, dependiendo directamente de los inten-
dentes y, en grado menor, de sus asesores lehados, pero conservando la mayoría
de sus fi.urciones3.

3. Los alcaldes mayores eran jueces de letras que ejercían la jurisdicción
ordinaria en algún pueblo o partido y asesoraban al corregidor lego en la época
en que existieron dichos fimcionarios. También los alcaldes mayores tuüeron la

2E7

3 Doloso, Rica¡do, Ur letrudo del siglo WIIL EI Dr. D. José petfecto de Sala$
(Bue¡ros Ai¡es, 1963), vol. l.
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facultad de dar fe pública de los actos jurídicos pasados arite ellos, de lo que hay
nuúido testimonio en los protocolos consultados. (Ej. caso de Talca, 1766-
l7ó9, citado al final de este trabajo). La actuación de estos Jueces como minis-
tros de fe pública a falta de escribano se ficuentra preferentemente en lugares
apafados de las grandes ciudades. Su objetivo fue evitar la paralización de las

actiüdades económicas y jurídicas en las zonas expuestas a la guera, al bandi-
daje o al aislamiento. Sólo por excepción se les encuenEa auiorizando escrituras
públicas en ciudades como Sanriago en que existían escribalos, en actos rela-
cionados con indígenas y para resguardo de sus derechos.

4. Durante el período de las intendencias la ñ¡nción jurisdiccional de los
alcaldes mayores pasó a ser desempeñada por los subdelegados de los partidos y
los llamados jueces subdelegados. Anles, los conegidores ñmdaban su jurisdic-
ción y facultades ordinarias en la voluntad real que se las había otorgado. Aiora,
es al intendente a quien se faculta para ejercer la justicia ordinaria. A los subde-
legados no les corresponde, por tanto, la administración de la justicia ordjnaria
propiamente lal, sino la llamadajusticia subdelegada. Esta ultima es diferente de
la ordharia, ya que los coregidores entendían sólo en causas de justicia y poli-
cía y, en cambio, los subdelegados pasaron a conocer en las de justicia, policia,
hacienda y guera. La ci¡cunstancia de que los subdelegados sucediesen a los
alcaldes mayores con sus mismas atribuciones en la administración de justicia,
explica de algún modo la costumbre de que ellos pudiesen autorizar escrituras
públicas, aunque ello cont¡adijese disposiciones en contrario.

Muchos fue¡on los factores que permitieron mantener la institución de los
lugartenientes después de la impla¡tación del régimen de intendentes, en espe-
cial por el beneficio que de ello se a.lcanzaba en el medio rural. Se les conoció
entonces con el título de jueces díputados celadores. caracterizados por su
misión de ca¡ácter policial. Sin embargo, su nombramiento ya no corresponderá
al subdelegado, sucesor del corregidor, quien sólo se li¡nitará a seleccionados,
correspondiendo su designación al i¡tendente provincial, con informacióD a la
Real Audiencia. La costünbre hizo que estos .lugartenientes continuaran ejer-
ciendo ñmciones relativas a la fe pública y, en tal carácter, fueron conocidos
vnlgarmente con el nombte dejueces de c¿npo, que se tratan a continuación,

5. A estos jueces de campo se ha referido M. Teresa Cobos Noríega4. Si no
se hubiese conservado en ellos la ñrnción que llenaban los tenientes de los
corregidores en lo relativo a la fe pública, se habría irnpuesto a los campesinos
un pesado gravamen al obligarlos a t¡aslada¡se a las distantes ciudades y villas
en que tenían su sede los escribanos públicos, cuyo radio de acción llegaba sólo
hasta doce leguas del contomo u¡bano.

Por ello se impuso la costumbre de aceptar que arúe estos jueces de campo
se otorg¡¡sei escrituras públicas, pero insistiéndose en que cumpliesen con todas
las solemnidades que prescribía el derecho, para así evitar el vulgarismo en las

4 Co8os, Ma¡Ía Tergsa, Ia ¡nstitución del juez ¡le cornpo en el rc¡no de Chile, duronte el
síglo WIII, en Revisto de Estudios Histórico-Ju¡ldtcar 5 (Valparsíso, 1980),
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formas, las causales de nulidad y los pleitos a que podian dar lugar los errores u
omisiones en las cláusulas de estilo.

Anteriormente, los corregidores instruían a sus tetientes sobre la forma de
llevar los protocolos, apenas éstos entaban en fi¡nciones. Ahora, los subdelega-
dos debieron proporcionar a sus auxiliares, para mayor segwidad en sus actos,
unas instrucciones pormenorizadas que contenían los encabezamientos y térmi-
nos de los instrumentos. las cláusulas generales y especiales y ohas advertencias
necesarias.

El otorgamiento de testamentos y codicilos fue tenido por asun o de tanta
gravedad en que se in¡eresa el bien público y las ánimas de los finados, qtrc
para el caso se dieron normas muy precisas. Debían admitirse cerrados, pudien-
do el juez, ante testigos, proceder a su apertura.

También ante estos jueces podían otorgarse cartas dotales, escritü¡as de
compraventa, poderes generales y especiales para teslar, litigar y negociar, y
otras formas de derecho privado.

Requisito imprescindible para el otorgamiento de los con[atos de compra-
venta era la presentación de la boleta que acreditaba el pago del impuesto de
alcabalas por pane del interesado, que debía quedar insefada en el protocolo.

Para los efectos de asegurar la mayor validez de tos instrumentos, los jueces
diputados debían ceñirse estrictamente a las indicaciones que se les proporcio-
naban sobre la forma de extenderlos y autorizarlos. En caso de dudas para redac-
tarlos, pese a disponer de modelos o cartillas, deberían consulta¡ con sr¡s supe-
riores. Si subsistía la dificultad, la consulta deberían elevarla a la lntendencia
Provincial.

Estos jueces debían llevar rm registro en el que se anotaban todos los ins-
trumentos otorgados ante ellos, por orden cronológico. Vencido el año, estaban
obligados a remitirlos al escribano de la villa cabecera más próúma para que
éste los incluyera en sus libros protocolos y emitiese los comprobantes corres-
pondientes.

Desde el año 1779 comenzó a eigirs€ a estosjueces diputados que llevasen
unos protocolos encuadernados en que debían extender los aclos y contratos que
pasaban ante ellos. Los originales no se devolvían a las partes. Sólo podían dar
copias y slernpre que así se les solicitase, advirtiendo que si era para presentarlas
a¡te un tribunal o juzgado fuera del partido, sería necesa¡io ocr¡rrfu ante un
escribano o a la justicia ordinaria para que se comprobase la autenticidad de la
firma del juez o actuario, bajo apercibimiento de ser consideradas ilegales.

Debieron adoptarse todas estas precauciones para evitar fraudes, adultera_
ciones y falsificaciones de instrumentos públicos, que de ordinario se producían
en el medio rural.

Las actuaciones de losjueces de campo como ministros de fe pública fueron
muy resistidas por los escribanos, tanto por que ellas les privaban de los dere-
chos notariales, como porque dichosjueces evidenciaban muchas veces rma total
falta de conocimientos legales, provocando quejas y problemass.

5 O'I{ccrNS, Ambrosio, yisitd a los provinc¡as det nofle, editads qt Rev¡sta Ch¡lena de
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6. Los jueces de comisión fueron aquéllos a los que se confiaba un asrmto
especíñco, en representación del corregidor o subdelegado del intendente, de
modo ternporal. Una de las frmciones más imporlantes que curnplieron fue la de
prevenir y evitar los delitos de abigeato en el territorio que se les asignaba. No
tenían obligación de arraigo ni inhabilidad fimcionaria y podían remrnciar al
cargo arm antes de tener reemplazantes. Actuaron en ambos períodos del siglo
XVIII.

Por las mismas circunstancias que rodearon el ejercicio de los cargos antes
descritos en las zonas n¡rales, estos jueces debieron llerw tambien la necesidad
de actua¡ como ministros de fe pública, autorizando actos jurídicos que debían
registrar eri sr¡s libros protocolos. Posteriormente, estas actuaciones debían ser
elevadas al conocimiento de la autoridad de que emanaba la comisión.

Cabe tener presente que las fimciones del juez de campo y del juez de
comisión fueron muy simila¡es, hasta el prmto de confimdirse. Cuando una per-
sona moshaba su reticencia para aceptar el cargo de juez de campo, general-
mente se Ie designaba como juez de comisión.

7. OEos fi.mciona¡ios que pudieron ejercer como ministros de fe pública en
el período estudiado fueron los alcaldes mayores de rninas y sus diputados. El
rcfcrido alcalde tuvo jurisdicción especial en materia de minería, con facultad de
conc€d€r mercedes, ünrlos y posesión de minas. También conoció de dentmcias
por minas despobladas hasta la distancia de diez leguas de la villa o ciudad que
le servía de asiento. Sus diputados los rep¡esentaban en territorios det€rminados
y sus ñrnciones eran idénticas a las suyas.

Las fi.mciones que cumplían estos alcaldes mayores de minas y sus diputa-
dos les fueron expresamente prohibidas a los jueces de campo dentro del terri-
torio de sujurisdicción. Sin embargo, la tuvieron en el paraje rural.

El ejercicio de la fe pública en materia minera por parte de los alcaldes
mayores de minas y sus diputados subsistió hasta la implantación del régimen de
las intendencias, en que pasó a los intendentes provinciales.

8. Pero, aparte de los ñmciona¡ios antes nombrados, hubo otras personas
que, en ausencia de escribano, pudieron dar fe del otorgamiento de escrituras
públicas. Por la naturaleza del teritorio (grandes distancias, topografia dificil,
ausencia de caminos) y a causa de las campañas bélicas contra los natuales,
correspondió, además, a otras peBonas, revestidas de algún grado de autoridad
temporal o espiritual, ser üfirlares excepcionales de la fe pública. Tal es el caso
de los curas párrocos, vicarios, sacerdoles y militares6.

Los sacerdotes solían ac¡¡ar en actos relativos a los testamentos y poderes
para testar y esta atribución no emanaba de disposición legal alguna sino sólo de
una costumbre inveterada.

Los militares actuaban frecuentemente como minist¡os de fe en actos y con-
tratos otorgados en la frontera de guerra y su facultad emanaba de la necesidad

Historia y Geografa 67 (Santiago, 1929).
ó Bnmo, Cosme, Dercn| cíón de los Provincías de los Obispados de Santiago y Con-
cepc¡ón, en Colecc¡ón de Historidores de Ch¡l¿ (Santiago, l8?6), vol. 10.
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de suplir la ausencia de escribano, ante el peligro de muefe en que estuvieran
los otorgantes.

En conclusiór¡ puede decirse que pa¡a dar fe pública de r¡ri hecho o actua-
ción se confió, inicialmente y por costumbre, en personas que gozaban en la res-
pectiva comunidad de m particular prestigio o credibilidad. Más tarde ha¡án su
aparición los escribanos o notarios y a ellos irá pasando, paulatinamente, tam-
bién en vim¡d de la costunbre, el ejercicio de dar fe pública. Desde el descu-
brimiento de América y al extenderse el ámbito geognáfico del teritorio, se van
a hacer escasos los escribanos y, otra vez, el dar fe pública va a volver a ser atri-
buto, por costumbre, de personas revestidas de dignidad y crédito.

En la actualidad existe un buen número de notarios y la fe pública ha vuelto
a ellos por excelencia. Sin embargo, ante la üeciente variedad de achraciones
que requieren de cetificación pa¡a gozar del reconocimiento público, han empe-
zado a surgir, tma vez más, y como demostración de la fuerza de la cos¡¡mbre,
oÍas personas revestidas de la facultad de actuar como ministros de fe pública,
como son los agentes de la policía civil y rmiformada, receptores judiciales, ins-
pectores del Servicio de Impuestos lntemos, Cuerpo de Bomberos, agentes ban-
carios, secretarios de oñcinas públicas que cefiifican la firma de sus superiores,
o los de corporaciones privadas que deberi autorizar los acuerdos de directorio.

En otros términos, la costumbre en el campo de la fe pública ha tenido
determinante influencia en el pasado, la sigue teniendo en el presente, y todo
parece indicar que la seguirá teniendo en el porvenir.

APENDICE

Se han mencionado en este trabajo las personas que, de derecho y de hecho,
desempeñaron la fimción de resguardo de la fe pública, a falta de escribano, en
Chile, en el siglo XVIII.

En el volumen l0 del Archivo Notarial de Talca, que se corserva en el
Archivo Nacional de Santiago, Chile, hay un interesante testimonio de lo
expuesto en este tsabajo, que llega a parecer extremo. Dr¡rante los años 176ó y
1769 no existió un escribano p€manente en esa villa, lo que obligó a d.iversos
ñmcionarios a azumi¡ el ca¡ácter de ministros de fe pública, t¿les como los
lugartenientes del corregidor, los alcaldes mayores, los alcaldes subrogantes, los
jueces de comisión y aun los alcaldes ordinarios.

En una escritu¡a d€ compraventa de rur predio agrícola, ubicado en la znna
sur del río Maule y al poniente del río Loncomilla, hoy comuna de Empedrado,
la persona que aparece autoriando la escritura es el alcalde ordinario de primer
voto de Talca, quien, por añadidura, es el misrno juez que autoriza a la vende-
dora para proceder a la enajenación representando a sus hijos menores.

En la parte final de esta escritura que rola a fs. 90 del volumen l0 del
A¡chivo Nowial de T¿lca s€ expresa textualmenfe: yo el presente Juez don José
Hilorio de Velasco, alcalde ordinario de primer voto de esta villa de San Agus_
tín de Talca, doy fe que conozco, así lo otorgaron; y Ia vendedora Ia otorgó e
hizo en virnd de Ia información de utilidad de sus menores hijos, la que consta
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con vista del deÍeraor de menores, en cuya virtud le queda dada por mí dicho
Juez, la licencia a la dicha doña Josefa para dicha venta, lo que se le entrega al
dicho comprador, original, para sus seguros y resguardos, y asi Io fmwron los
que supieron y por la que no supo lo frmó a su ruego el maestre de campo don
José de Aguirre, quien se halló presente a su olotgamiento, y los tesligos con
quienes actuo en dicha villa de San Agustín de Talca, por no haber escribano, y
de ello doy fe. A ruego de Ia otorgante y por testigo, José de Aguirre (ftrma).

Miguel de Villalobos y tenienre José Mandujano (firman). Po¡ mí y ante mí,

José Hilario de Velasco (ftma).


